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¿QUÉ MOTIVA AL ESTADO COLOMBIANO AL DECIDIR LAS POLÍTICAS 
PÚBLICAS? 

 
Daniel Josué Rojas Fonseca1 
 
 
Este escrito tiene como propósito explicar el impacto del componente axiológico del 
ordenamiento jurídico colombiano, entendiéndolo como la base del comportamiento del 
Estado en el ejercicio del poder público que le ha sido conferido. 
 
El poder, entendido como aquella facultad de influenciar, positiva o negativamente, a 
otro, durante la baja Edad Media, renacimiento y pre modernidad, concentró su ejercicio 
en una persona: el Rey, quien tenía la de construir las que serían las normas para 
determinar la conducta, la administración de recursos provenientes de impuestos, la 
dirección general del ejército y, especialmente, la facultad de administrar justicia, de 
manera directa o delegada en los jueces, quienes actuaban como sus representantes. 
 
Las revoluciones burguesas del siglo XVIII buscaron despersonalizar el Estado, para 
concebirlo de la forma que los hacemos a partir de la modernidad: 
 

“(E)l Estado es la obra política del racionalismo moderno, que busca dotar a lo 
político de la simplicidad, claridad y homogeneidad propias de lo geométrico. 
Concentración y unicidad del poder; uniformización de su modo de acción y del 
campo sobre el que esta se despliega; y perfecta separación y delimitación de este 
ámbito, gracias a la disolución de toma ecúmene y a la atomización de la unidad 
política” (CRUZ PRADOS, 1999). 

 
Conversaba con mis estudiantes2, sobre este como punto de origen de lo que hoy 
concebimos con la idea de Estado, entendiendo que desligamos el ejercicio del poder de 
una sola persona y crear una estructura corporativa que permita distribuir ese poder en 
cargos y funciones, que están por encima de las personas que los ejercen. 
 
Pero la despersonalización conlleva una pregunta natural: ¿Bajo qué criterios determina 
su comportamiento este nuevo soberano? 

 
1 Estudiante de la Maestría en Análisis Económico de la Universidad Autónoma de Bucaramanga. Escrito de 
reflexión presentado para el curso de Políticas Públicas. 
2 Estudiantes de Comunicación Social, Administración de Empresas e Ingenierías del curso de Legislación en 
Tecnologías de la Información y Comunicación, del programa de Comunicación Social de la Facultad de 
Artes, Humanidades y Ciencias Sociales de la UNAB. 
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La idea del rey nos convocaba a entender su personalidad, en especial su humanidad, 
como la base para entender su comportamiento y, por lo tanto, nos permitiría saber los 
pasos que este seguiría.  
 
Al perder ese elemento, debemos entender la nueva realidad: una ficción, el Estado-
Nación, donde se concentra el poder público, no obedece a sentimientos, opiniones, 
prejuicios, conocimientos y propósitos  propios, por cuanto carece de ellos, por lo que 
abre un nuevo interrogante ¿Qué motiva a este nuevo soberano? 
En nuestro proceso de racionalización, entendimos que es necesario considerar la idea 
que “El Estado de Derecho es el Estado sometido al Derecho, es el Estado limitado por la 
ley: el Estado de derecho consiste en el <imperio de la ley>” (DIAZ GARCIA, 1963), siendo 
esta una solución para comprender cómo debe comportarse el Estado, entendido su 
comportamiento como el ejercicio del poder público: la facultad de afectar positiva o 
negativamente a las personas que se encuentran dentro de su campo de influencia: los 
administrados. 
 
Por eso, si queremos saber cómo debe comportarse el Estado colombiano, el punto de 
partida de nuestra búsqueda es entender que establece el ordenamiento jurídico 
colombiano. 
 
La historia colombiana tiene un punto de referencia en términos contemporáneos: la 
Constitución Política de 1991, porque en medio de las tensiones fuertes en materia 
política y social que existían en Colombia en esa coyuntura, este cambio de norma 
fundamental3 “se convirtió en una válvula de escape que relajó algunas de las presiones 
que se había gestado en las décadas anteriores.” (Banco Interamericano de Desarrollo, 
2011) 
 
De entrada, la Norma fundamental colombiana, en su artículo primero, establece lo 
siguiente: “Colombia es un Estado social de derecho”, expresión que debe convocarnos a 
reflexionar y entenderla en toda su complejidad, por cuanto la palabra “social”, incluida 
en el texto constitucional, “no debe ser entendid(a) como una simple muletilla retórica 
que proporciona un elegante toque de filantropía a la idea tradicional del derecho y del 
Estado.” (Sentencia T-406 de 1992) 
 
La fórmula de Estado social de derecho, para el caso colombiano, ha sido entendida desde 
dos puntos de vista, de acuerdo a nuestra Corte Constitucional, que son un punto de vista 
cuantitativo y otro punto de vista cualitativo (Sentencia T-406 de 1992, 1992). 
 

 
3 Norma fundamental es una forma de expresarse de la máxima norma jurídica que tiene un sistema jurídico 
contemporáneo: la Constitución Política 
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El punto de vista cuantitativo, se debe comprender como la aplicación de las innovaciones 
adoptadas en la república de Weimar, conocido como Estado bienestar, motivando a la 
evolución del Estado en un aparato político-administrativo, cuyo propósito era impulsar la 
dinámica social, enfocado en asegurar garantías mínimas en materia laboral, de seguridad 
social, vivienda y educación, con un componente trascendental: todas estas garantías 
mínimas son un derecho y no un regalo para los administrados4. 
 
Por otro lado, el punto de vista cualitativo, se enfoca en la creación de mecanismos que 
garanticen la democracia participativa, el ejercicio del control político y jurídico de las 
actuaciones de los servidores públicos y la expresión de derechos fundamentales, 
cuestiones que presentaron una evolución de la comprensión del Derecho colombiano, 
materializado en la “pérdida de la importancia sacramental del texto legal entendido 
como emanación de la voluntad popular y mayor preocupación por la justicia material y 
por el logro de soluciones que consulten la especificidad de los hechos” (Sentencia T-406 
de 1992, 1992). 
 
Con estos dos puntos de vista, podemos expresar una conclusión sobre el ejercicio del 
poder público por parte del Estado colombiano: Este se encuentra enfocado en construir 
los derechos de las personas y asegurar la justicia material, siendo este el carácter que 
debe regir el comportamiento del Estado colombiano. 
 
Es válido, en este punto de la lectura, preguntarse por qué es necesario tener presente 
esto al momento de analizar la decisión de políticas públicas en Colombia, siendo una 
respuesta sencilla: el Estado requiere de personas para actuar, y serán ellas las llamadas a 
configurar las leyes, administrar justicia y formular las políticas públicas que el Estado 
colombiano va a desarrollar, como funciones esenciales del ejercicio del poder público.  
 
A estos, los denominamos servidores públicos. 
 
Este último punto es el centro de nuestra discusión, porque es bueno comprender que el 
“elemento fundamental es que las políticas públicas son esenciales en el cumplimiento 
por parte del Estado de sus funciones” (TORRES-MELO & SANTANDER A., 2013). 
 
El artículo 123 de la Constitución Política nos indica que son servidores públicos los 
empleados y trabajadores del Estado, entre otros, y que estos se encuentran sometidos al 
cumplimiento de la Constitución, la ley y el reglamento. 
 
Las personas llamadas a ejercer estos cargos de toma de decisiones, ya sea por elección 
popular o por nombramiento, son las personas que deben materializar el comportamiento 

 
4 Administrados es la expresión que usamos párrafos anteriores para categorizar la posición de las personas 
que son influenciadas por el Estado. 
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del Estado colombiano, por lo que tienen una carga compleja: desligarse de sus propios 
intereses y entender, que en ejercicio de sus funciones, no son ellos, como individuos, 
quienes actúan: son un parte del Estado colombiano manifestándose en ese instante, 
ejerciendo el poder público, el cual no es un poder propio sino derivado de su vínculo con 
el Estado, es decir, su capacidad de afectar positiva o negativamente a otros no es porque 
su existencia en consustancial con la fuente de poder, como ocurría con el rey, sino que es 
depositado en ellos al ser representante válidos del Estado. 
 
Esto explica, seriamente, el porqué del título que reciben: Servidores Públicos. 
 
La esencia del carácter del Estado colombiano, el ser un Estado social de derecho, debe 
ser reflejado en la conducta de todos los servidores públicos, en ejercicio de sus funciones 
y facultades, pero, especialmente, en el diseño e implementación de las políticas públicas, 
dado que estas son una forma de manifestación del ejercicio del poder público del Estado 
(TORRES-MELO & SANTANDER A., 2013), al servir de medio para el desarrollo de sus 
funciones esenciales, como lo son la protección de la vida, honra, bienes, creencias y 
demás derechos y libertades de las personas que residen en el territorio colombiano5. 
 
En conclusión, las políticas públicas en Colombia son decididas por los servidores públicos 
a los cuales se les ha encomendado la tarea de materializar el carácter del Estado 
colombiano, donde los derechos y la justicia material son los pilares de la formulación y 
ejecución de las mismas, de tal manera que sean un fiel reflejo del Estado social de 
derecho y de los principios de respeto de la dignidad humana, el trabajo y solidaridad de 
las personas que la integran y de la prevalencia del interés general, sustento de nuestra 
tipología de Estado, quienes no se podrán escudar en el texto literal de las normas 
jurídicas que determinan sus funciones, sacrificando la esencia del Estado. 
 
Pensar lo contrario, es aceptar como válido un fenómeno que no es el desarrollo de 
políticas públicas, sino que es un acto reprochable, jurídica y socialmente: la corrupción. 
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